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INTRODUCCIÓN

La investigación preliminar es el inicio de la investigación propiamente dicha en nuestro país el nuevo modelo de investigación procesal penal ha traído consigo la facultad exclusiva del fiscal de llevar a cabo diligencias preliminares, de las que tiene el señorío y control. Las diligencias preliminares, como actuaciones iniciales de la fiscalía están encaminada a un fin específico, no advierten un carácter jurisdiccional sino de indagación y de averiguación; según al rol de persecutor que le concierne, permite que pase a la siguiente etapa del proceso, si es que así lo decide, esto es instaurando la formalización de la investigación preparatoria o disponiendo su archivamiento definitivo.

Así también, podemos indicar que la finalidad de la investigación preliminar es asegurar la fuente de prueba, reunir los elementos de convicción, de cargo o descargo, es decir identificando los órganos de prueba, recogiendo los objetos, efectos e instrumentos del delito. Todo esto para poder individualizar al sujeto activo y acreditar en su debido momento la realidad del hecho delictivo que permitirá al Fiscal decidir si formula o no la acusación.













I. [bookmark: _Toc155450957]INVESTIGACION PRELIMINAR

1.1 [bookmark: _Toc155450958] Antecedentes

Para abordar la Investigación Preliminar (o averiguación previa como lo señala la legislación mexicana) resulta necesario referirse previamente a las reformas de los sistemas de justicia penales o procesales penales en la mayoría de países Latinoamericanos que empezó en la década del 90 del siglo pasado, reformas que van a la par con la restauración también de los sistemas políticos democráticos que se encontraban postergados por las    dictaduras militares imperantes, estas gestiones de cambios se vieron acompañados de reformas a los sistemas de justicia penal de los diferentes países de la región (2000; Vargas, 2008 ).
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Reformas  procesales  penales  en  América 
Latina,  Resultados  del  Proyecto  de  Segui-
miento. Centro de Estudios de la Justicia 
de las Américas, Santiago, p. 215
Vargas, Juan Enrique y Cristian Riego (2005). 
Reformas  procesales  penales  en  América 
Latina,  Resultados  del  Proyecto  de  Segui-
miento. Centro de Estudios de la Justicia 
de las Américas, Santiago, p. 215
Vargas, Juan Enrique y Cristian Riego (2005). 
Reformas  procesales  penales  en  América 
Latina,  Resultados  del  Proyecto  de  Segui-
miento. Centro de Estudios de la Justicia 
de las Américas, Santiago, p. 21
Vargas, Juan Enrique y Cristian Riego (2005). 
Reformas  procesales  penales  en  América 
Latina,  Resultados  del  Proyecto  de  Segui-
miento. Centro de Estudios de la Justicia 
de las Américas, Santiago, p. 21
Vargas, Juan Enrique y Cristian Riego (2005). 
Reformas  procesales  penales  en  América 
Latina,  Resultados  del  Proyecto  de  Segui-
miento. Centro de Estudios de la Justicia 
de las Américas, Santiago, p. 21
Vargas, Juan Enrique y Cristian Riego (2005). 
Reformas  procesales  penales  en  América 
Latina,  Resultados  del  Proyecto  de  Segui-
miento. Centro de Estudios de la Justicia 
de las Américas, Santiago, p. 21
Vargas, Juan Enrique y Cristian Riego (2005). 
Reformas  procesales  penales  en  América 
Latina,  Resultados  del  Proyecto  de  Segui-
miento. Centro de Estudios de la Justicia 
de las Américas, Santiago, p. 21
Vargas, Juan Enrique y Cristian Riego (2005). 
Reformas  procesales  penales  en  América 
Latina,  Resultados  del  Proyecto  de  Segui-
miento. Centro de Estudios de la Justicia 
de las Américas, Santiago, p. 2Vargas, Juan Enrique y Cristian Riego (2005). 
Reformas  procesales  penales  en  América 
Latina,  Resultados  del  Proyecto  de  Segui-
miento. Centro de Estudios de la Justicia 
de las Américas, Santiago, p. 215
 En efecto la investigación preliminar es parte de lo que en el Perú se  denomina investigación preparatoria, lo cual  comparado con el extinto Código de Procedimientos Penales ha marcado una diferencia sustancial y gravitante  cuya influencia proviene del denominado sistema acusatorio o adversarial de origen anglosajón con características propias o inherentes a cada Código  Procesal o sistema judicial imperante en cada país, una de esas diferencias por ejemplo es que la administración de justicia se hace a través de  magistrados profesionales[footnoteRef:1] y no se conoce por lo menos hasta ahora la implementación de jurados que es un sistema imperante  en el sistema penal de los Estados Unidos. [1:  No obstante existe la denominada justicia de Paz también extendida a nivel nacional, donde los jueces no son profesionales abogados sino legos en Derecho y no son considerados dentro del personal judicial del Poder Judicial.] 

El Perú ha sido uno de los últimos países en acoger el sistema acusatorio, se legisló para entrar en vigencia en una provincia de la región capital de Lima como es Huara en el año 2004 y ha ido progresivamente implementándose el nuevo código procesal penal en todo el país hasta el año 2022 y ha sido precisamente la capital Lima donde fue la última región y/o denominado distrito judicial correspondiente al poder judicial a la vez que el Ministerio  Publico ente con autonomía Constitucional que no forma parte de ninguno de los Poderes específicos que tiene el estado peruano, también termino de implementarse a la par que el Poder Judicial.   
Los cambios, con la entrada en vigencia con el nuevo modelo procesal penal han sido evidentes, procesos más activos y equilibrados, evidenciándose una mejora en la administración de justicia si la comparamos con la vigencia del Código de Procedimientos Penales que tenía un sistema mixto inquisitivo-acusatorio, inquisitivo porque  eran  los jueces  quienes  investigaban a  través  de la instrucción y juzgaban a la vez, esto es, eran Juez  y parte,  en la mayoría  de delitos, y solamente en cinco delitos[footnoteRef:2] que eran considerados graves el proceso era mixto, porque la instrucción la hacia un juez y el denominado juicio oral y/o juzgamiento lo realizaba un colegiado de tres jueces y finalmente se  efectuaba el Recurso de Nulidad como recurso impugnatorio ante la Sala  Penal Suprema de Corte Suprema de la República de quien no estaba conforme con la sentencia impuesta en primera instancia. [2:  Conforme al Código de Procedimientos Penales abrogado eran los delitos de Violación Sexual,  Asesinato, Terrorismo; Tráfico Ilícito de Drogas y ] 

Resulta también pertinente acotar que pese haber cambiado de modelo procesal penal no es mucho lo que se ha logrado en 17 años de implementación progresiva del Código Procesal Penal peruano, no obstante haberse democratizado no solo el sistema de justicia penal y la propia elección de presidente, congresistas, alcaldes y gobernadores regionales administrativos. Los  resultados no han sido halagüeños, el principal problema  que se tiene en el Perú es la corrupción, no obstante que no se puede  generalizar a los todos los jueces y fiscales porque si los hay honrados y respetados, -la fuerza moral persistente que hace la diferencia- sin embargo la corrupción a seguido campeado no solo en el Poder Judicial y en sus más altos  estratos, sino también hay que reconocerlo esta corrupción se ha vuelto  institucionalizada junto con otras instituciones del Estado, como el Congreso de la República, (es sin temor a equivocarnos en los últimos 40 años es la institución más detestable de la población peruana en general), donde se  advierte que se hacen implícitos favores y acuerdos deleznables de toda índole y de toda clase, desde políticos hasta personales, varios de sus integrantes se han visto involucrados por evidentes intereses políticos  reprochables, donde no existe un sistema claro legal para que dichos representantes del Estado sean excluidos de dichas instituciones a fin de terminar con la lacra de la corrupción que los imbuye y que es lamentable no pueda consolidarse como debería ser el nuevo modelo procesal penal. 
Hay que tener en cuenta otros factores que coadyuvan a que el nuevo modelo procesal penal no funcione como se desea, dado que existe un alto porcentaje de jueces y fiscales provisionales que son designados sin ningún tipo de selección sino a dedo y muchos de estos magistrados devuelven favores y lo peor es que han tenido también una pobre formación académica como abogados y faltos totalmente de ética y moral judicial.
El retraso de los procesos es otro factor que no se obtenga buenos resultados  con el nuevo modelo procesal penal y con ello no solamente tiene que ver el retraso de los procesos por parte del factor humano sino la gran cantidad de  denuncias que se reciben por parte del Ministerio Publico quienes al parecer, al igual que el Poder Judicial, todavía no utilizan totalmente sino en forma parcial, -por diversos motivos- las ventajas que ofrece la tecnología  informática en toda su amplitud, y aun se utiliza lamentablemente mucho el papel, que realmente ocasiona mucho atraso  -véase las carpetas fiscal para acopiar los actos que se realizan en el Ministerio Publico -debería implementarse totalmente el expediente y la carpeta fiscal digital respectivamente- como se hacen en países vecinos como Chile, donde en el año 2018 tuve la oportunidad de verificar personalmente en Arica y cuya producción y atención de casos es francamente muy efectiva y la producción es seis a siete veces más productiva con la cuarta parte de personal que utilizan los órganos jurisdiccionales peruanos. 
Entonces para evitar el atiborramiento de denuncias y procesos los retrasos y colapsos de una debida atención al público usuario de justiciables en el Poder Judicial y el Ministerio Publico peruano respectivamente por el uso indiscriminado del papel en los procesos, que hace inevitablemente se atrasen requiere hacerse uso urgente de la tecnología, si bien es una inversión costosa para el estado pero vale el esfuerzo teniendo en cuenta que la justicia en todo sociedad resulta ser de suma importancia para evitar conflictos  sociales de ahí que una justicia en paz y oportuna se hace necesaria e imperativa pese al costo económico que pueda significar, esto es, es una buena inversión; es verdad que con el anterior proceso penal mixto -inquisitivo- que era predominantemente escritural toda petición se hacía mediante escritos y atrofiaba una adecuada atención al justiciable, eso ha cambiado pero persiste el uso de papel que es aún nocivo al proceso penal.
Otros factores a tenerse en cuenta sería que para que el personal judicial y  auxiliar jurisdiccional como fiscales también tengan un buen rendimiento en su desempeño de la administración de justicia y sea célere y coadyuve a un mejor rendimiento, es necesario que tengan capacitaciones en competencias específicas y diversas, como es perfeccionar o mejorar sus competencias en la materia en que se desenvuelven, así como ser muy expeditivos en sus decisiones, capacitaciones especifica en doctrina y jurisprudencia de su especialidad, igualmente la estabilidad en sus puestos que han ganado por medio de concursos públicos se mantenga y no sean cambiados o rotados a otras especialidades, -dado que no solo atrasan la investigación y los procesos sino que pierda fuerza la investigación o el proceso al asumir diversas materias que no estaban preparados para hacerlo y adecuarse al cambio significa atraso- así como complementariamente fomentar institucionalizadamente o política laboral el deporte y la relajación  sistemática de los magistrados jueces y fiscales, pues están sujetos a constante presión por la recargada carga procesal que les genera la actividad de administrar justicia y de ser posible tener periódicamente atención psicológica periódica para verificar y preservar su salud emocional muy necesaria para que los jueces y fiscales como personas y seres humanos también estén exentos de presiones o estrés que genera la actividad laboral procesal y jurisdiccional – se sabe que muchas veces la carga procesal exige que atiendan dicha labores más de 15 horas diarias- y puedan tener tranquilidad necesaria al momento de emitir sus decisiones con absoluta serenidad, certeza y sabiduría; sin perjuicio del Control necesario que sobre el particular deben ejercer los órganos de control interno para un mejor y adecuado  desempeño. 
Finalmente la Constitución de 1993 hizo al Ministerio Publico como se advierte del Art. 159° de la Carta Magna un organismo autónomo de carácter constitucional, sin embargo el mismo ha venido siguiendo  actuando  en forma similar cuando dependía del  Poder Judicial hasta  el año 2004, - fecha en que recién ha venido a implementarse paulatinamente a nivel nacional durante largos 17 años en que la justicia penal se implementado no totalmente como hubiera sido lo deseado– por una evidente falta de voluntad política  interesada y no necesariamente por falta de recursos económicos, esto es, la Constitución en este punto estaba divorciada totalmente del entonces  imperante y anacrónico Código de Procedimientos Penales de 1940 en contraste con la vigencia de la última  Constitución Política peruana de 1993, generándose definitivamente con un sistema mixto- inquisitivo más de  injusticia que lo contrario, porque se han seguido vulnerados los derechos  procesales fundamentales que tiene todo justiciable. 
  
1.2 [bookmark: _Toc155450959] Concepto y finalidad de la investigación preliminar 

1.2.1 [bookmark: _Toc155450960]Conceptos y/o nociones acerca de la investigación penal
Tomando como referencia a Ore Guardia (2018) quien afirma que, la investigación penal proviene del latín investigare, palabra que, a su vez, deriva de vestigium, que significa: señal, huella, comprende el conjunto de actos y/o actuaciones enfiladas a averiguar la existencia de un hecho con apariencia delictiva del que se ha tomado conocimiento, a través de una denuncia de parte de la víctima, sus familiares, o desconocidos, o por medios periodísticos, escritos o televisivos y ahora hasta por los denominados medios virtuales (instagram, facebook, wasap, etc.) y las circunstancias de su perpetración, así como descubrir a quienes serían las personas involucradas en los hechos denunciados, esto en forma general.
Es necesario conceptualizar a la Investigación Preliminar y podemos  anotar que se trata de un conjunto de actos que se realizan dentro de las facultades atinentes que tiene exclusivamente el fiscal o representante  del Ministerio Publico, en un primer momento al haber tomado conocimiento, esto es, cuando ha tomado  conocimiento de la notitia criminis, cuando el representante del Ministerio Publico ha tenido noticia de un hecho presuntamente delictivo, actos que realiza  con el apoyo de diversas áreas de la policía Nacional del Perú, como es la Policía de Apoyo al Ministerio Publico y las propias Comisarias policiales del sector donde se realizado los hechos delictivos o la Policía ha tomado conocimiento de los mismos y ha intervenido a los presuntos responsables de dichos hechos, también con el apoyo del laboratorio de Criminalística de la Policía Nacional, de pericias de  dosaje etílico entre otros, para coadyuvar la labor fiscal de  investigación preliminar y otras unidades no policiales como el área de Medicina Legal y Psicología  entre  otras;

En ese sentido, la investigación preliminar se trata de una fase de conocimiento de circunstancias como de datos o información que permiten adquirirse y representarse, de la manera real más posible, lo que en realidad haya sucedido. Debido a ello, en esta etapa se realiza una serie de actos de manera coercitiva y de hasta  de ser el caso de  restricción de derechos, perfilados a recabar y acopiar medios de  prueba, como además se pueden adoptar medidas cautelares preventivas, reales y personales, que se orientan al aseguramiento de la ejecución de la sentencia que en su momento se pueda dictar, sino también al aseguramiento de la realización de los actos de investigación practicados por la Policía conjuntamente con el fiscal.

Por otro lado debe tenerse en cuenta que la investigación preliminar, pese a que puede culminar con un archivamiento final por no haber elementos de convicción constitutivos del delito, para la  jurisprudencia penal peruana el plazo de las diligencias preliminares forma parte del plazo de investigación preparatoria tal como así lo ha establecido la  Sala  Penal  de la Corte Suprema de la Corte Suprema de justicia  del Perú a través de la Casación N° 2-2008, La Libertad debe tenerse en cuenta que  la continuación de la investigación preliminar de existir sospecha  reveladora se transforma en investigación preparatoria, por lo que no consideramos  razonable se considerado una sola etapa los plazos de la investigación preliminar con los de la investigación preparatoria, ya que esta de hecho es una nueva etapa del proceso subsiguiente de la investigación preliminar y hasta sus plazos son diferentes. 

1.2.2 [bookmark: _Toc155450961]Finalidad de la investigación preliminar
Entonces dichos actos por parte del fiscal son urgentes con la finalidad de poder verificar si han tenido lugar los hechos denunciados, como  igualmente asegurar los elementos probatorios de su comisión, como además poder Individualizar a las personas que estuviesen  involucradas, esto es, los denominados imputados, inculpados, procesados  y los agraviados o las víctimas, realizar peritajes pertinente y urgentes, como también tomar medidas para tratar de impedir las consecuencias ulteriores del hecho comisivo, como además asegurar la presencia de las personas investigadas, de ser esa la situación – como pedir detención o prisión preventiva-si fuera el caso;  en resumen  son los actos iniciales que el fiscal debe realizar para acopiar los denominados elementos de convicción para poder establecer objetivamente como lo señala el inciso 2) del artículo IV del Título  preliminar del Código Procesal Penal si existe responsabilidad de parte de los imputados indagando los hechos constitutivos de delito, los que determinen y acrediten la responsabilidad o inocencia del imputado. Esto es la ley procesal limita cualquier exceso de poder o autoridad de parte del director de la investigación (Sánchez Velarde, 2023).
Finalmente la implementación de la investigación preliminar se funda se funda en la necesidad de reunir, con objetividad, los elementos de convicción suficientes que permitan acreditar en juicio si el hecho con tinte y apariencia delictiva, efectivamente  constituye delito; si aquel se ha producido en la realidad; si se ha individualizado a quien o quienes hayan participado en él; cuál ha sido el grado de intervención de aquellos en el hecho delictivo; y si los implicados se encuentran o no exentos de responsabilidad penal y emitir su decisión fiscal de  archivamiento o continuación de la investigación.
Ahora bien como todo proceso tiene un plazo en el caso concreto de la investigación preliminar cuando se trata de un proceso común la investigación preliminar es de 60 días y puede ser de 8 meses si el proceso es complejo (cuando existe una gran cantidad de  documentación e investigados) y/o fijar un plazo menor, entonces el plazo no puede ser indeterminado sino que la propia ley procesal fija  el plazo correspondiente, su no cumplimiento puede acarrear que el imputado plantee una tutela de derechos especifica denominada Control de plazo prevista en el inciso 2) del artículo 343° del NCPP  para impedir que la investigación preliminar y la propia investigación  preparatoria sea alargada insulsamente y cesado el plazo por intermedio del Juez  de Garantías  que formalmente se denomina  Juez  de Investigación Preparatoria y quien previa audiencia y en un plazo máximo de 48 horas atiende las peticiones de las partes y acceden a  controlar el plazo cuando consideran que  es excesivo y se ve afectado  el principio del plazo razonable que tiene como objeto y finalidad el poder impedir que imputados permanezcan un periodo de tiempo amplio bajo la investigación y poder determinar que se determine con celeridad su inocencia o culpabilidad por la comisión de un delito.
El hecho que el fiscal a cargo de la investigación sea el director de la  investigación no le da patente de corso menos lo hace infalible,  tampoco le da opción de que se exceda en los plazos establecidos por la ley procesal penal, esto es, que debe respetar el plazo razonable establecido por la ley  procesal, sino que su desempeño como  director  de la investigación es controlado legal y procesal como jurídicamente  por el juez de garantías o de investigación preparatoria, y sujeto a acatar la decisión judicial, aunque puede apelar de la decisión judicial si considera es ilegal dicha decisión, todo lo cual resulta adecuado para evitar afectaciones al debido proceso como los derechos fundamentales procesales correspondientes al imputado como a la víctima.
Debe tenerse presente también que el fiscal de no cumplir adecuadamente con sus funciones o incurre en irregularidades puede ser excluido de la investigación y reemplazado por otro fiscal, también podrá excluido previa las indagaciones que considere convenientes, cuando esté incurso en las causales de recusación establecidas respecto de los jueces como así lo establece el artículo 62° del Código Procesal. Penal que es evidente formalmente un código garantista, sin embargo muchas veces mal entendido por los jueces que se convierten en inquisidores en determinadas circunstancias antes que respetuosos de la ley.

1.3 [bookmark: _Toc155450962] La Acción Penal 

La acción penal vendría a ser el conjunto de actos procesales que realizan los representantes del Ministerio Publico con la finalizar de ejercer la función de persecución penal. Ello comprende la investigación del delito, la formalización de la denuncia, la acusación, y la defensa de la acusación en juicio y hasta la ejecución del mismo de esta manera con esto último   se estaría extinguiendo.

Por otro lado debe tenerse en cuenta que el ejercicio de la acción penal se extingue también por prescripción como así lo establecido en el Fundamento jurídico 05 del Exp. N.° 2466-2006-PHC/TC donde se ha sostenido que «En este orden de ideas resulta lesivo a los principios de economía y celeridad procesal, vinculados al derecho al debido proceso, que el representante del Ministerio Público, titular de la acción penal, sostenga una imputación cuando ésta se ha extinguido o que formule denuncia penal cuando la potestad persecutoria del Estado, por el transcurso del tiempo, se encuentra extinguida, y que el órgano jurisdiccional abra instrucción en tales supuestos», lo cual resulta importante acotar. 
1.3.1 [bookmark: _Toc155450963]El titular de la acción penal en el código procesal penal.
Desde el punto de vista normativo puede decirse que el Ministerio Público es el titular del ejercicio de la acción penal desde 1981, cuando entró en vigor su Ley Orgánica aprobada (por Decreto Legislativo N° 052), conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de 1979. En efecto, al ubicar institucionalmente al Ministerio Público como un organismo extrapoder y asignarle la función de persecución del delito, tiene la titularidad del ejercicio de la acción penal y de la carga de la prueba, como hemos mencionado antes. Esta postura, como lo (sostiene Reyna Alfaro- 2020) ha sido sostenida por el Tribunal Constitucional en la STC Exp. N° 2005-2006- PHC/TC, emitida el 13 de marzo de 2006, donde señalo que de conformidad con la Constitución Política del Estado, el Ministerio Público es el titular del ejercicio de la acción penal (Salas et al., 2020).

1.4 [bookmark: _Toc155450964] Actuación del representante del ministerio público durante la investigación preliminar.
 
La actuación del fiscal en la investigación preliminar se ciñe a lo que establece el Código Procesal Penal, en adelante CPP, y al caso penal concreto y en forma razonable y actuación objetiva, así tenemos que el fiscal:
1. En cuanto tenga noticia del delito, realizará las primeras diligencias preliminares o dispondrá mediante provisto fiscal que las realice la Policía Nacional o decida también efectuarlas en forma conjunta, así los establece el inciso 2) del artículo 65° del CPP.
2. El fiscal cuando ordene la intervención policial, entre otras indicaciones, precisará su objeto y, de ser el caso, las formalidades específicas que deberán reunir los actos de investigación para garantizar su validez y legalidad. La función de investigación de la Policía Nacional estará sujeta a la conducción del fiscal, así lo establece el inciso 1) del artículo 65° del CPP.
3. Igualmente formulará sus disposiciones, requerimientos y conclusiones en forma motivada y específica, de manera que se basten a sí mismos, sin remitirse a las decisiones del Juez, ni a Disposiciones o Requerimientos anteriores, en el caso de las investigaciones preliminares luego de la iniciales  actuaciones procede  a formular la disposición de  investigación preliminar para arribar a una decisión de archivamiento o proseguir con la investigación preparatoria, ello en base a los elementos de convicción acopiados, conforme así los establece el artículo 64° del CPP.
4. Si por las  circunstancias el fiscal a cargo de la investigación considera  relevante solicitar detención preliminar o prisión preventiva por las  características peligrosas del caso así  lo solicitara al juez del juzgado de investigación preparatoria, sino ordenara la liberta del investigado dentro de las 48 horas en que fuera intervenido el investigado, téngase  presente que el fiscal peruano es uno de los  poquísimos  fiscales que tiene esa potestad, de no encontrar elementos de convicción que apunten a una prisión preventiva decide unilateralmente por disposición de la ley procesal peruana dar libertad al intervenido, cosa que no sucede en los demás procesos penales de la región, donde en cualquier circunstancia se acude al Juez para que sea el juez quien decida la libertad o prisión preventiva.
5. En la investigación del delito destinada a ejercitar la acción penal, deberá obtener los elementos de convicción necesarios para la acreditación de los hechos delictivos, así como para identificar a los autores o partícipes en su comisión. Por ello con el fin de garantizar la mayor eficacia en la lucha contra el delito, el Ministerio Público y la Policía Nacional cooperan y actúan de forma conjunta y coordinada, en base a la ley  procesal penal y los protocolos establecidos tanto por el Ministerio Publico y la Policía Nacional del Perú; sin embargo es de precisar que quien decide la estrategia de investigación adecuada al caso es el fiscal quien programa y coordina con quienes corresponda sobre el empleo de pautas, técnicas y medios indispensables para la eficacia de la misma. 
6. El fiscal tiene Poder coercitivo y podrá disponer de la conducción compulsiva del omiso investigado o testigo principal o secundarios (el agraviado es considerado como testigo) por la Policía Nacional, levantando la medida en el plazo máximo de 24 horas una vez ejecutada la medida coercitiva. Tal como lo establece el artículo 66° del CPP (Presidencia de la Republica del Perú, 2022).
7. La función de la  Policía  Nacional de Perú es  quien toma conocimiento de los delitos y debe dar cuenta inmediata al fiscal, sin que ello signifique que deje de realizar las diligencias urgentes e imprescindibles para impedir sus consecuencias, individualizar a sus autores y partícipes, reunir y asegurar los elementos de prueba que puedan servir para la aplicación de la ley penal, como lo señala el inciso 1) del artículo 67° del CPP, debiendo levantar las actas  correspondientes como es de intervención policial, registro personal, incautación entre otras, que lamentablemente hoy en día se han acostumbrado a  realizar  en otro lugar diferente a la escena del crimen como anteriormente se hacía, vulnerándose de esta manera  abiertamente los derechos fundamentales procesales como es el derecho a la defensa y debido  proceso, que  son afectados claramente  y lamentablemente los jueces dan validez a dichas actas que son consideradas medios de prueba preconstituidos – que no se pueden realizar otra vez- que  en la mayoría  de los casos no reflejan la realidad y son considerados como ciertos por los jueces dando absoluta credibilidad al accionar irregular de los efectivos policiales que levantan  las actas a su manera y con la venia  del fiscal a cargo quien no protege los derechos del investigado sino asume como política pretender que todo investigado  es culpable de una hecho denunciado, produciéndose mucha injusticia en este extremo, aunque el CPP  flanquea la posibilidad  de solicitar la exclusión de dicho material  de prueba  ilegal  y/o prohibida por ley como se ha establecido en  el inciso 2) del Art. 155  del CPP, generalmente  resulta mas creíble la palabra del Policía infractor pese  a evidenciarse todo lo contrario. Al parecer los derechos fundamentales procesales penales aun no calan lo suficiente en los magistrados peruanos.
8. El imputado y su defensor podrán tomar conocimiento de las diligencias practicadas por la Policía y la fiscalía tendrán acceso a las investigaciones realizadas, para tomar conocimientos de lo que se les está investigando a nivel de investigación preliminar. El Fiscal podrá también si lo considera pertinente decretar, de ser el caso, el secreto de las investigaciones por un plazo prudencial que necesariamente cesará antes de la culminación de la investigación preliminar, como se indicia en el inciso 3) del artículo 68 del CPP.
9. El fiscal siempre tendrá la carga de la prueba, esto es, probar que el investigado tiene vinculación con los hechos denunciados, pero también es permitida implícitamente la carga dinámica la prueba que es la participación del investigado aportando pruebas que lo desliguen del hecho denunciado en su contra.
10. El fiscal acopia elementos de convicción, los cuales son considerados  como sospechas, indicios, huellas, pesquisas y actos de investigación que realiza el Ministerio Público en la etapa preliminar o también en la  investigación preparatoria formalizada, para estimar razonablemente la comisión de un evento delictivo que vincule al imputado como autor o partícipe del mismo, estos elementos de convicción representan las razones por las cuales el fiscal del Ministerio Público considera que el imputado fue autor o partícipe del delito investigado; debiendo posteriormente comprobar que los hechos cometidos son ciertamente conductas consideradas como delito por la ley.
11. Dichos acopiamientos son dados a través de las actas de intervención policial, registro personal, actas de incautaciones, inspecciones o reconstrucción de los hechos, pericias, declaraciones de la víctima, de otros testigos, de la declaración del imputado entre otras dependiendo del delito de que se trate.  

12. Una vez culminada el plazo otorgado por la disposición fiscal que determinó la investigación preliminar, y teniéndose en consideración   que la norma  procesal penal no permite  ampliación de la investigación  preliminar y ello se condice con lo que establece el CPP si  concordante con el Art. IV del Título Preliminar del dicho texto normativo, si no existen elementos constitutivos de delito se deberá archivar  la investigación preliminar, caso contrario se deberá continuar  con la investigación preparatoria ante la sospecha reveladora de los elementos de convicción acopiados.  

1.5 [bookmark: _Toc155450965] Los derechos que le asisten al imputado durante la investigación preliminar 
El nuevo modelo procesal penal peruano pone énfasis en los derechos que le asisten al investigado ante  la sindicación del delito de que es objeto – teniéndose en cuenta que de por medio no solo esta su libertad ambulatoria sino otros derechos humanos- el imputado puede hacer valer por sí mismo, o a través de su Abogado Defensor, los derechos que la Constitución y las Leyes le conceden, desde el inicio de las primeras diligencias de investigación hasta la culminación del proceso, y como corresponde, tienen dichos derechos fundamentales procesales para garantizar los mismos ante los representantes del Estado como son los policías y fiscales, estos  derechos son:
  
1. Toda persona tiene derecho inviolable e irrestricto a que se le informe de sus derechos, a que se le comunique de inmediato y detalladamente la imputación formulada en su contra como lo establece el título preliminar del CPP en su artículo IX, así como conocer los cargos formulados en su contra y, en caso de detención, a que se le exprese la causa o motivo de dicha medida, entregándole la orden de detención girada en su contra, cuando corresponda como lo establece el  Artículo 72 inciso 2) numeral a) del CPP.
2. Derecho de Defensa desde que es declarado como detenido y ser asistido por un Abogado Defensor de su elección o, en su caso, por un abogado de oficio, desde que es citada o detenida por la autoridad; tal como así lo establece el título preliminar del CPP en su artículo IX, concordante con lo que establece el inciso c) del numeral 2) del artículo 72° del CPP
3. A intervenir, en plena igualdad, en la actividad probatoria; y, en las condiciones previstas por la Ley, a utilizar los medios de prueba pertinentes. Como así los señala el título preliminar del CPP en su artículo IX, el ejercicio del derecho de defensa se extiende a todo estado y grado del procedimiento, en la forma y oportunidad que la ley señala, concordante con lo que establece el inciso d) del numeral 2) del artículo 72° del CPP
4. Designarse a la persona o institución a la que debe comunicarse su detención y que dicha comunicación se haga en forma inmediata; concordante con lo que establece el inciso b) del numeral 2) del artículo 72° del CPP
5. Abstenerse de declarar, cuya negativa no puede utilizarse en su contra; y, si acepta hacerlo, a que su Abogado Defensor esté presente en su declaración y en todas las diligencias en que se requiere su presencia; 
6. Que no se emplee en su contra medios coactivos, intimidatorios o contrarios a su dignidad, ni a ser sometido a técnicas o métodos que induzcan o alteren su libre voluntad o a sufrir una restricción no autorizada ni permitida por Ley; como lo establece el inciso e) del numeral 2) del artículo 72° del CPP
7. Ser examinado por un médico legista o en su defecto por otro profesional de la salud, cuando su estado de salud así lo requiera, así como lo establece el inciso e)  del numeral 2) del artículo 72° del CPP.

1.6 [bookmark: _Toc155450966] Derechos que le asisten a la persona que tiene la condición de agraviado o víctima.

Se considera agraviado o victima a todo aquél que resulte directamente afectado u ofendido por el hecho denunciado o perjudicado por las consecuencias del hecho ofensor y en cuanto a a) personas incapaces o personas jurídicas o del Estado, su representación corresponderá a quien la designe como tales en tanto en los delitos b) de cuyo resultado sea la muerte del agraviado tendrán tal condición los establecidos en el orden sucesorio previsto en el artículo 816° del Código Civil. c). También serán considerados agraviados los accionistas, socios, asociados o miembros, respecto de los delitos que afectan a una persona jurídica cometidos por quienes dirigen, administran o controlan. d. Las asociaciones en los delitos que afectan intereses colectivos o difusos, cuya titularidad lesione a un número indeterminado de personas, o en los delitos incluidos como  crímenes internacionales en los Tratados Internacionales aprobados y ratificados por el Perú, podrán ejercer los derechos y facultades atribuidas a las personas directamente ofendidas por  el delito, siempre que el objeto social de la misma se vincule directamente con esos intereses y haya sido reconocida e inscrita con anterioridad a la comisión del delito objeto del procedimiento (Reátegui, 2018).

El agraviado en el proceso penal como lo establece en el artículo 95° del CPP tendrá los siguientes derechos:

a) A ser informado de los resultados de la actuación en que haya intervenido, así como del resultado del procedimiento, aun cuando no haya intervenido en él, siempre que lo solicite.
b) A ser escuchado antes de cada decisión que implique la extinción o suspensión de la acción penal, siempre que lo solicite; 
c) A recibir un trato digno y respetuoso por parte de las autoridades competentes, y a la protección de su integridad, incluyendo la de su familia. En los procesos por delitos contra la libertad sexual se preservará su identidad, bajo responsabilidad de quien conduzca la investigación o el proceso.
 d) A impugnar el sobreseimiento y la sentencia absolutoria. De otro lado el agraviado será informado sobre sus derechos cuando interponga la denuncia, al declarar preventivamente o en su primera intervención en la causa. Igualmente el agraviado fuera menor incapaz tendrá derecho a que durante las actuaciones en las que intervenga, sea acompañado por su representante legal o una persona de su confianza.
f)  Además puede participar activamente en el proceso penal previamente constituyéndose en actor civil como lo establece el articulo 98° del CPP concordante con el artículo 100° del CPP, sin embargo tiene limitaciones procesales, porque una vez constituido en actor civil se encuentra impedido de acudir a la vía extrapenal.

1.7 [bookmark: _Toc155450967] La culminación de la investigación preliminar

Esta puede culminar con una decisión fiscal, sin intervención del órgano jurisdiccional, una vez que efectuado el correspondiente análisis  determina que no existen elementos de convicción suficientes que  vinculen al investigado con los hechos denunciados y menos se ha podido  derruir la presunción de  inocencia y emite la Disposición que no procede a continuar y/o formalizar investigación preparatoria y consecuentemente  dispone el archivo correspondiente, la decisión judicial puede ser apelada  por el agraviado ante el superior en grado, el Código Procesal Penal le da la nomenclatura de Elevación de actuados tal como así lo dispone el  inciso 5 del artículo 334° del CPP, la conformación por el superior en grado determina el archivo definitivo, salvo que aun exista inconformidad de parte del agraviado he interponga una acción de amparo para  constitucionalmente cuestionar el archivo definitivo (Peña Cabrera et al., 2009).

Lo contrario al archivamiento fiscal, significaría que el fiscal ha determinado que existe una sospecha reveladora con los medios de prueba y/o elementos de convicción acopiados que vinculen al investigado con el delito denunciado por lo que decide proseguir con la investigación preparatoria que en un alto porcentaje conducirá a llevarse a cabo un juzgamiento oral (Villegas, 2019).




[bookmark: _Toc155450968]CONCLUSIONES

1. La investigación preliminar es una investigación penal que jurisprudencialmente forma parte de la investigación preparatoria y ha sido instituida a través del nuevo modelo procesal penal acusatorio de influencia anglosajona.
2. Asimismo la investigación preliminar es una actividad propia e inherente de los fiscales o representantes del Ministerio Publico, quienes son titulares de la acción penal y tienen la carga de la prueba.
3. La actividad de los señores fiscales como directores del proceso como investigadores del delito no son absolutas y están sometida a control del Juez de Investigación preparatoria cuando sobrepasen los límites que la ley ha establecido.
4. A través de la investigación preliminar se acopian medios de prueba y/o elementos de convicción con los cuales el fiscal puede determinar objetivamente la continuidad de las investigaciones tendientes a acusar y hacer condenar al investigado y/o proceder al archivamiento de la denuncia definitivamente, salvo que se encontraran nuevos medios de prueba incriminatorios que no fueron advertidos durante la investigación preliminar.
5. Existen derechos fundamentales procesales que se deben respetar durante la investigación preliminar tanto para el investigado como para la parte agraviada o víctima. 
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